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Buenos Aires, marzo 3 de 1992. 

 

I) A fs. 7/11 se presenta Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado e interpone 

demanda contra la Provincia de Corrientes y Contra el Banco de Corrientes por el cobro de 

$ 443,2950 (A 4.432.950,14) más su actualización e intereses. Relata que el 14 de mayo de 

1984 el entonces gobernador de la Provincia demandada se dirigió al presidente de la 

sociedad actora con el propósito de informarle sobre su interés en suscribir un convenio 

para la entrega de productos de Y.P.F. a colonos y productores agropecuarios con 

facilidades de pago, en virtud de la situación de emergencia que atravesaban. De tal 

manera se intentaba paliar la crítica situación derivada de inundaciones y se alentaba el 

aumento de las áreas sembradas y sus rendimientos. Según lo convenido, la actora 

otorgaba un plazo de 90 a 180 días para su pago, el que debía efectivizarse al precio 

vigente al día hábil anterior a la fecha de la cancelación. Los productores obtenían el gas 

oil, lubricantes (grasas y aceites) y agroquímicos de los revendedores autorizados contra la 

presentación de un vale ­creado al efecto­ en los que se detallaba su nombre, número de 

cuenta y nombre del revendedor que entregaba el producto, su tipo y cantidad, fecha de 

entrega y fecha de vencimiento para el pago. Y.P.F. reintegraba los productos a los 

revendedores contra la presentación de dichos vales y giraba entonces la factura al Banco 

de Corrientes el cual ­según sostiene­ por convenio se había convertido en garante de las 

operaciones y saldaba su importe a los 180 días. Tanto el banco como la provincia fueron 

atrasándose en los pagos, extremo que puso a la actora en la necesidad de accionar. 

 

II) A fs. 58 contesta demanda la Provincia de Corrientes. Niega ­en cumplimiento del 

imperativo procesal­ todos y cada uno de los hechos en los que funda la pretensión. 



Reconoce la existencia del convenio en el que se funda la demandada, pero niega tener la 

calidad de deudora que el demandante le pretende imponer. Sostiene que ante las 

catastróficas inundaciones que asolaron al Estado provincial a partir del año 1983, los 

productores agropecuarios se vieron frente a una situación crítica sin precedentes por lo 

que, ante sus numerosos reclamos, y en cumplimiento de inalienables funciones de 

gobierno, la provincia suscribió con la actora el convenio de fecha 10 de junio de 1984 en 

virtud del cual se concedieron facilidades de pago a "los productores establecidos en el 

territorio de la Provincia". Así también se declaraba que el Banco de Corrientes estaría a 

cargo del cobro de estas facilidades garantizando las operaciones que se realizasen y 

respondiendo por las facturas de aquellos usuarios que no pagarán en las fechas 

establecidas. Es decir que ­según relata­ eran los productores quienes asumían la calidad 

de deudores y a su vez el banco aludido el doble carácter de agente de cobro de las 

facturas y fiador para el caso de que algún obligado al pago no cancelase sus obligaciones 

en el momento en que fuesen exigibles. Sostiene que fue "mandataria" de Y.P.F. y que, a 

pesar de la dificultad que ofrece encuadrar su relación en una figura jurídica, en mérito a 

la complejidad de la operación en la que mediaban principalmente razones de fomento y 

de auxilio a una situación de emergencia, considera claro que el objeto de cada contrato 

individual de compra de productos de la actora establecía una relación directa entre Y.P.F. 

y el adquirente de aquéllos, que la excluye como obligada frente a la actora. A todo 

evento solicita el rechazo de la pretensión de actualización monetaria, pues considera que 

no existe mora y en mérito al carácter de fomento impreso al negocio instrumentado. 

 

III) A fs. 69 contesta la demanda el Banco de la Provincia de Corrientes quien invoca que la 

actora elude el planteo correcto de la situación de autos. Arguye que la relación creditoria 

se origina entre los "productores" y Yacimientos Petrolíferos Fiscales, asumiendo los 

demás ­esto es, el banco y la provincia­ el rol de garantes, es decir, de fiadores, por lo 

que resultan aplicables las normas respectivas del Código Civil y del Código de Comercio. 

En virtud de ellas la acción no puede ser dirigida contra el banco, porque si bien ­en las 

normas comerciales­ el fiador responde solidariamente como principal, ello es así siempre 



que el acreedor justifique que ha interpelado judicialmente al deudor (art. 480, Cód. de 

Comercio), presupuesto que no ha sido cumplido en el caso; por lo demás ­según la 

postura que asume­ el fiador no es deudor directo de la obligación principal (art. 2004, 

primera parte, Cód. Civil). 

 

Considerando: 1) Que este proceso es de la competencia originaria de la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación (arts. 100 y 101, Constitución Nacional), pues la cuestión 

planteada se suscita entre una provincia y la repartición autárquica nacional actora 

(Fallos 307:1379). 

 

2) Que es preciso determinar ­en forma previa a cualquier otra consideración­ cuál es la 

relación jurídica que vinculó a actor y demandados, pues ello disipará las dificultades y 

permitirá dilucidar cuáles son las normas aplicables en el caso. Dado que la Provincia de 

Corrientes y el Banco de Corrientes sostienen que su obligación es subsidiaria y pretenden 

la aplicación de las normas de la fianza previstas en el Código Civil y en el Código de 

Comercio, es insoslayable establecer qué clase de vínculo las unió, qué disposiciones 

regularon esa relación y cuáles son sus consecuencias. 

 

 

3) Que si bien la noción de contrato es única, común al derecho público y al derecho 

privado, pues en ambos casos configura un acuerdo de voluntades generador de 

situaciones jurídicas subjetivas, el "régimen jurídico" de estos dos tipos es diferente. Así 

existen diferencias de fondo que determinan que tengan un régimen especial y sus 

efectos no sean los mismos que los de los contratos civiles. Cuando el Estado, en 

ejercicio de funciones públicas que le competen y con el propósito de satisfacer 

necesidades del mismo carácter, suscribe un acuerdo de voluntades, sus consecuencias 

serán regidas por el derecho público. Sin el propósito de limitar en dicho concepto la 

relación que unió a las partes, los elementos que emergen de la caracterización 

apuntada resultan útiles para encuadrarla. El objeto del convenio ha sido ­en este caso­ 



la prestación de un servicio que tenía por finalidad ­evidentemente pública­ paliar los 

perjuicios que las inundaciones habían provocado en los productores de la provincia y 

que ­como expresamente lo sostiene la demandada­ afectaban directamente a la 

provincia en virtud de la situación crítica que dicho estado de cosas generaba. Esa 

finalidad es la que permite concluir que al margen de las expresiones que se han 

utilizado, tales como "garantizar" o "afianzar" se trata de un contrato atípico e 

innominado de carácter público al que le resultan aplicables las normas de dicho 

derecho y especialmente la voluntad de las partes que emerge del convenio firmado y 

de las disposiciones provinciales dictadas en su consecuencia. La ayuda financiera 

prestada por Y.P.F. ­así deben ser interpretadas las facilidades de pago conferidas­ y el 

fin público perseguido, unido al carácter de las personas intervinientes, permiten 

concluir que se trata de un convenio regido por normas distintas a las del derecho 

privado. Por lo demás y conforme a lo que seguidamente se verá, la aplicación lisa y 

llana de las disposiciones que regulan la fianza en el derecho común ­como lo pretenden 

la Provincia y el Banco de Corrientes­ llevaría a olvidar la especial naturaleza del vínculo 

que emerge de la ley especial dictada al efecto y de las razones que ordenaron su 

sanción en virtud de encontrarse afectado directamente el interés público provincial. 

 

4) Que es dable recordar que es regla de interpretación de las leyes la de dar pleno efecto 

a la intención del legislador, computando la totalidad de los preceptos de manera que 

armonicen con el resto del orden jurídico y las garantías de la Constitución Nacional. Ese 

propósito no puede ser obviado por los magistrados con motivo de sus posibles 

imperfecciones técnicas, toda vez que ellos ­en cuanto servidores del derecho para la 

realización de la justicia­ no deben prescindir de la "ratio legis" y del espíritu de la norma. 

La exégesis de la ley requiere pues de la máxima prudencia y cuidar que la inteligencia que 

se le asigne no lleve a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor formal de los 

razonamientos desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esta tarea no es 

siempre recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu 

que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional (Fallos 307:1018 y 



sus citas). Por lo demás, debe recordarse que todo contrato ­sea cual fuere su naturaleza­ 

debe celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes 

entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables 

al ámbito de los contratos regidos por el derecho público (arg. confr. sentencia del 9 de 

junio de 1988, "in re": J.88.XXI. "Juan M. de Vida e Hijos S.C.A. c. Dirección Nacional de 

Vialidad s/ nulidad de resolución", y sus citas). Por tal razón es que resulta necesario exigir 

a las partes un comportamiento coherente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales 

y desestimar toda actuación que implique un obrar incompatible con la confianza que se 

ha suscitado en el otro contratante. 

 

 

5) Que en dicho marco de ideas ­conforme a lo que se verá seguidamente­ es evidente 

que los demandados no han asumido el carácter de "garantes o fiadores" en los términos 

de los arts. 1986 y siguientes del Cód. Civil, sino que ofrecieron una "garantía de pago", 

una seguridad de pago inmediato, cosa muy distinta a una obligación subsidiaria como 

intenta hacerse valer. El espíritu del convenio y las normas dictadas dan muestra de lo 

expuesto. 

 

6) Que como surge del convenio, Y.P.F. se comprometía a otorgar a los productores 

facilidades de pago por la compra de sus productos y subproductos y el banco de la 

provincia ­entidad por medio de la cual se realizan las operaciones del Estado provincial­ 

tenía a su cargo el cobro de los pagos diferidos. Pero no cesa allí su responsabilidad, ya 

que la adecuada interpretación del art. 4º del convenio lleva a concluir que el solo 

transcurso del plazo sin pago por parte del productor, imponía al banco la obligación de 

pagar. Dicho artículo expresa: "El Banco de Corrientes, entidad a cargo del cobro de estas 

facilidades de pago, garantizará las operaciones que se realicen conforme a la cláusula 2ª, 

obligándose a cancelar con los intereses respectivos, las facturas de aquellos usuarios que 

no las paguen en las fechas establecidas". Surge, entonces, en forma inequívoca, que fue 

voluntad de los intervinientes en el contrato establecer una garantía de pago ante el solo 



transcurso del plazo. Corroboran lo dicho los alcances de la ley provincial que aprobó el 

convenio, la que, en su art. 3º, establece que: "la acción de repetición que le 

correspondiere al gobierno de la provincia en el caso de que los deudores principales no 

satisfagan las obligaciones en los términos establecidos se tramitará mediante el 

procedimiento...". Es decir que tan obligados principales consideró la legislatura provincial 

a su gobierno y al banco, que les otorgó un procedimiento especial para recuperar lo 

pagado por ellos frente al incumplimiento del productor. Una sola condición era exigible 

para transformarse en principal obligado, que vencido el plazo fijado para el pago no lo 

satisficiese el beneficiario del servicio. Resulta impensable ­en el marco del derecho 

privado cuya aplicación requieren las demandadas­ la posibilidad de otorgarle carácter de 

título ejecutivo a la constancia de deuda afrontada por un "fiador" y concederle la facultad 

de proceder a su cobro por dicha vía. 

 

 

Por otra parte, exigir el cumplimiento de acciones o intimaciones previas contra los 

productores como correspondería ante una fianza, importaría olvidar el espíritu que 

animó la concertación. La especial finalidad que ésta satisface y la ausencia de 

contraprestación ­ya que sólo se otorgaron plazos para el pago­ sin una ganancia por parte 

del actor, determina una posición específica de las partes contratantes y acuerda un 

marco especial a la relación entre ellas, que viene a corregir la rigurosa inflexibilidad de los 

contratos civiles. 

 

7) Que en estas condiciones el derecho del actor a cobrar la suma reclamada fluye de la 

naturaleza y de la adecuada interpretación de los términos empleados. La realización de 

los grandes fines de bienestar y progreso material de una población por el concurso de 

capitales ajenos a esa jurisdicción no sería factible si el contenido de los acuerdos 

mediante los cuales aquéllos pueden lograrse, debiera quedar librado al ulterior arbitrio 

de las personas en cuyo beneficio se lo ha establecido. Una vez que se formula el contrato 

y se hace uso de los beneficios que otorga, se hace de "inmediato" obligatorio el pago del 



precio a quien colaboró, por parte del poder público que garantizó su pago (arg. Fallos 

158:273). Dicho espíritu es el que permite inferir que los términos utilizados no tenían en 

vista constituir una fianza, sino establecer la existencia de una causa jurídica que impone a 

los demandados la obligación de pagar. 

 

8) Que, por lo demás ­como acertadamente lo sostiene el actor­, era del resorte de la 

Provincia la selección de los productores que se podían acoger a las facilidades de pago 

por la compra de productos y subproductos de Y.P.F., por lo que mal puede oponérsele a 

ésta la exigencia de que el requerimiento de pago se dirija en primer término contra 

aquéllos con quienes no contrató directamente y cuya situación económica desconoce. 

 

Son por lo tanto la Provincia y el banco quienes deben hacer frente a las obligaciones que 

no fueron satisfechas a Y.P.F., sin perjuicio de la relación jurídica que los vincula entre sí y 

que no le es oponible. Ello así porque, según lo convenido y la legislación dictada en 

consecuencia (art. 3º, ley 4031 y art. 4º del convenio), se infiere que ambos resultan 

obligados. En efecto, si bien el punto 6º de la reglamentación de la ley establece que "El 

gobierno de la Provincia de Corrientes a través del banco, efectuará los pagos a Y.P.F. en la 

fecha de vencimiento de las facturas que este último confeccione, de acuerdo a los plazos 

expresados en las órdenes de compra", conducta que reafirma la legitimación activa que 

se ha admitido precedentemente, ello no es obstáculo para concluir que media 

solidaridad si se relaciona dicha disposición con la obligación de "garantía de pago" 

impuesta a la institución bancaria por el art. 4º del convenio. Tal interpretación es 

consecuencia de lo que las partes entendieron, obrando con buena fe y previsión, al 

firmar el contrato cuyo incumplimiento ha traído aparejado la promoción de este proceso. 

 

9) Que establecido lo expuesto en punto a la legitimación activa de Yacimientos 

Petrolíferos Fiscales contra los intervinientes en el convenio, queda por analizar lo 

referente al "quantum" adeudado y su actualización. 

 



Tal como surge del informe pericial contable que obra agregado a fs. 133/38 y sus anexos, 

el detalle de las facturas impagas por provisión de productos ascendía a $ 438,0502 (A 

4.380.502,45 a valores de la época de su emisión). En dicho importe se encuentran 

incluidos $ 111,2960 (A 1.112.960,57) correspondientes a facturas con fechas de 

vencimiento entre el 15 de abril de 1986 y el 15 de junio del mismo año que fueron 

pagadas ­en moneda depreciada­ el 28 de agosto de 1989 a valores de origen. A dicha 

suma corresponde adicionar la de $ 5,2408 (A 52.408,19) ­debidamente actualizada­ por 

concepto de notas de débito, según surge de la peritación, por ser consecuencia del 

incumplimiento. El Tribunal no encuentra motivos para apartarse de dicha determinación, 

porque además de fundarse en los conocimientos técnicos del experto, la deuda se 

encuentra detallada en planillas adjuntas al dictamen que fueron confeccionadas sobre la 

base de la documentación existente en la empresa actora y en el Banco de Corrientes. 

Estas conclusiones no se ven desvirtuadas por la impugnación que presenta el banco a fs. 

223/226, sustentada en reproches genéricos que no entran en el análisis detallado de los 

distintos elementos aportados por la perito contadora para establecer el monto 

adeudado. En todo caso, el banco o la provincia debieron acreditar que al vencimiento de 

las facturas se pagaron o se transfirieron a la cuenta existente los importes adeudados. 

 

10) Que todo ello determina el progreso de la demanda por las sumas adeudadas, las que 

se repotenciarán ­según el índice de precios al por mayor nivel general que publica el 

Indec­ desde la fecha en que cada factura debió ser pagada hasta el 28 de agosto de 1989 

(art. 509, Cód. Civil). A dicha fecha se deducirá lo abonado según el considerando anterior 

y el saldo deberá actualizarse de la misma manera hasta el 1º de abril de 1991 (art. 8º, ley 

23.928). El Tribunal considera que de esta forma se mantiene el valor real de la deuda y se 

coloca al acreedor en la misma situación que hubiese tenido de cumplir el deudor en 

tiempo propio. Los intereses se computarán al 6% anual por tratarse de sumas 

actualizadas hasta la última fecha mencionada. 

 



11) Que de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 7º, 8º, 10 y 13 de la ley 23.928 ­que 

deroga toda otra disposición que se oponga a sus prescripciones­ no corresponde 

practicar actualización alguna con posterioridad al 1 de abril de 1991. 

 

12) Que la reforma introducida por las disposiciones recién citadas requiere dar 

respuestas a liminares interrogantes. En primer lugar, si puede el legislador nacional vedar 

la actualización por depreciación monetaria. En segundo término, deberá indagarse por la 

verdadera naturaleza de la actualización monetaria, que pretorianamente este Tribunal 

instituyó con sustento directamente en normas de la Constitución Nacional. 

 

13) Que conforme al art. 67, inc. 10 de la Ley Fundamental, es al Congreso Nacional a 

quien compete "Hacer sellar moneda, fijar su valor y el de las extranjeras...". 

Concordantemente, puede disponer la emisión de billetes a través de un Banco Nacional 

(art. 67, inc. 5º) o autorizar a hacerlo a instituciones provinciales (art. 108). 

 

14) Que la ley 23.928 constituye una decisión clara y terminante del Congreso Nacional de 

ejercer las funciones que le encomienda el art. 67, inc. 10, ya referido. Ante tal acto 

legislativo no sólo han quedado derogadas disposiciones legales sino que además deben 

ser revisadas las soluciones de origen pretoriano que admitían el ajuste por depreciación, 

en cuanto, precisamente, se fundaron en la falta de decisiones legislativas destinadas a 

enfrentar el fenómeno de la inflación. De allí que esta Corte no puede mantener idéntico 

temperamento respecto de este punto con relación a períodos posteriores al 1 de abril de 

1991. 

 

15) Que es oportuno recordar que la problemática de la inflación es un fenómeno muy 

antiguo y corriente. Ya se presentaba en tiempo de monedas metálicas mediante la 

"rebaja" o "aumento" de las piezas, aunque los procesos de esa índole no son 

comparables por su magnitud, con los producidos en el uso del papel moneda. Su 

remedio, en definitiva, está inevitablemente ligado a la política que acierte a seguir el 



Estado (Arthur Nussbaum, "Derecho monetario nacional e internacional", trad. esp., 

Buenos Aires, 1954, Sección 13, ps. 276 y siguientes). 

 

16) Que esta ineludible función estatal ha conducido en el campo jurídico a la aceptación 

de las doctrinas nominalistas en las más diversas épocas históricas, así como el 

reconocimiento de que la solución de la inflación, ligada al remedio concreto de las 

situaciones inequitativas surgidas a su amparo debe ser por naturaleza objeto de 

soluciones legislativas y no pretorianas (obra citada, ps. 302 y sigts.: F. A. Mann, "El 

aspecto legal del dinero", trad. esp., México, 1986, cap. IV, ps. 111 y siguientes). 

 

17) Que el rechazo jurisprudencial de soluciones contrarias es corriente desde casos 

clásicos como el "Case de Mist Moneys", "Gilbert v. Brett", II State Trials, 114, resuelto en 

Inglaterra en 1604 (parte sustancial de sus fundamentos se halla en Mann, obra citada, ps. 

122­123) al que se refirió positivamente la Corte Suprema de los Estados Unidos (confr. 

sentencia del 3 de marzo de 1884, "Juliard v. Greeman", 110 US Reports 421, y los casos 

que cita en p. 449), que por otra parte elaboró una doctrina semejante en los no menos 

famosos "Legal Tender Cases" (sentencias del 11 de marzo de 1871, "Knox v. Lee" y 

"Parker v. Davis", 79 U.S. Wallace [2] 457, 458; 20 Law Ed. 287). 

 

18) Que, en ese contexto, no resulta extraña la extensa doctrina de esta Corte ­coherente 

con tal tendencia mundial­ que rechazó como principio esencial el ajuste por depreciación. 

Razonó para ello que aun cuando el valor de la moneda se establece en función de las 

condiciones generales de la economía, su fijación es un acto reservado al Congreso 

Nacional por disposiciones constitucionales expresas y claras, y no cabe pronunciamiento 

judicial ni decisión de autoridad alguna ni convención de particulares tendientes a su 

determinación (Fallos 225:135; 226:261, sus citas y otros). Se completó el sustento de este 

criterio con argumentos extraídos del Derecho procesal; así se invocó que la 

litiscontestación ­a tenor de abundante doctrina y disposiciones legales como las de los 

arts. 101 y 103 del antiguo Cód. de Proc. Civiles, y 85 de la ley 50­ establecía los límites de 



las contradicciones litigiosas que los justiciables someten a los magistrados (Fallos 

237:865; 241:73; 242:35; 258:80; 262:283), no admitiéndose que en la condena se 

superase el monto inicialmente demandado (Fallos 224:106; 241:22; 242:264) ni aun en 

los casos de responsabilidad aquiliana, en los que, hasta aquel máximo, se atendía a la 

depreciación monetaria (Fallos 249:320; 255:317; 258:94; 261:426). 

 

19) Que circunstancias excepcionales han conducido en diversos países a la aceptación del 

ajuste de las deudas. Las condiciones en que tal admisión se produjo en el nuestro, 

resultan del voto del juez de este Tribunal, doctor Bidau, en el caso de Fallos 268:112, 

quien había anteriormente suscripto sentencias adversas a tal tesitura. Expuso que 

"puede explicarse la persistencia de esta doctrina (por la que se negaba el ajuste) a pesar 

del fenómeno inflatorio que ya es muy antiguo, ante la doble esperanza de que se pudiera 

frenar el mismo y que el legislador contemplara su repercusión jurídica... vista la 

persistencia de ese fenómeno y los extremos que alcanza al presente, no es posible 

mantener principios jurídicos que se han convertido en ficticios". También ante 

circunstancias particularmente dramáticas, a las que no se hallaba remedio por las vías 

normales, el tribunal supremo alemán ("Reichgericht") dictó su transcendental sentencia 

del 28 de noviembre de 1923 (R.G.Z. 107:78). 

 

20) Que, en suma, la actualización de las deudas fue admitida por la fuerza de los hechos 

que imponían la preservación de ciertos derechos amenazados por el proceso 

inflacionario. Así la retribución justa (Fallos 301:319); la indemnización en las 

expropiaciones (Fallos 268:112); y fundamentalmente la propiedad (Fallos 298:466; 

300:655; 301:759). Contemporáneamente, se dejaron de lado limitaciones de carácter 

procesal otrora sostenidas (Fallos 294:434; 295:937; 300:844; 301:102; 319). 

 

21) Que en ese proceso, que concluyó con la aceptación generalizada de la actualización 

de las deudas mediante la aplicación de índices publicados por organismos oficiales, se 

destaca asimismo otra particular variación de criterio. Tradicionalmente tanto esta Corte 



como los distintos tribunales nacionales y provinciales, al hacer uso de la facultad de 

fijación de intereses prevista en el art. 622 del Cód. Civil acudieron a la tasa que cobrase el 

Banco de la Nación Argentina ­o el provincial correspondiente­ en sus operaciones 

habituales de descuento. Tal posición dominante fue sustentada en diferentes razones. 

Por un lado, se entendía suficiente para reparar las consecuencias inmediatas del 

incumplimiento de una obligación dineraria ­prevaleciendo en tal sentido enseñanzas que 

remontan a Domat y Pothier­ el pago de la comúnmente denominada en el mercado 

financiero como "tasa activa", toda de los intérpretes, en particular de los jueces, quienes 

deben consagrar la inteligencia que mejor asegure los grandes objetivos para que fue 

dictada la Constitución". 

 

28) Que la vinculación que ha efectuado esta Corte entre derecho de propiedad y 

actualización por depreciación monetaria resulta ejemplo típico de uno de aquellos 

remedios, donde la actualización constituyó el instrumento y la propiedad el derecho 

protegido. Sin embargo, afirmar que la actualización por depreciación monetaria está 

"incorporada" a la Ley Fundamental constituiría la propia refutación del enunciado, desde 

que se confundiría una de las posibles herramientas de protección de la propiedad con la 

sustancia misma de ese derechos. Igual razonamiento cabe respecto de los demás 

derechos constitucionales mencionados en el consid. 20, bien recordando que fue el 

derecho de propiedad consagrado en el art. 17 de la Constitución Nacional el que, solo o 

concurrentemente, constituyó el sustento principal del ajuste de las deudas. 

 

29) Que la ecuación entre ajuste por depreciación e "indexación", es por último, el más 

acabado ejemplo de mero expediente, de circunstancial medio, que no puede adquirir el 

estatuto de derecho sustancial. Esta Corte ha podido constatar recientemente que los 

resultados más disparatados pueden resultar de la aplicación de índices, por lo que 

observó que si bien éstos pueden ser utilizados a fin de obtener un resultado que se 

acerque, en la mayor medida posible, a una realidad económica dada, cuando ello 

determina resultados injustos o incluso absurdos frente a esa realidad, ella debe privar 



sobre abstractas y genéricas fórmulas matemáticas (causa: P.325.XXIII. "Pronar SAMI c. 

Buenos Aires, Provincia de", del 13 de febrero de 1990; A.75.XXIII. "Ascovich, Eduardo y 

otra c. Palomares de Ornato, María", del 20 de agosto de 1990; C.96.XXIII. "Cukierman, 

Moisés", del 11 de setiembre de 1990; A.239.XXIII. "Agostini, Silvia y otro c. Medicor S.A.", 

del 13 de noviembre de 1990; O.115.XXIII. "Orfano, Domingo y otro c. Bianchi Salvador y 

otros", del 28 de mayo de 1991; entre otros). 

 

30) Que, sentado ello, cabe recordar que es función de los jueces la realización efectiva 

del derecho en las situaciones reales que se le presentan, conjugando los enunciados 

normativos con los elementos fácticos del caso (Fallos 302:1611), y en la tarea de 

razonamiento que ejercitan para indagar el sentido que corresponde acordar a las normas 

deben atender a las consecuencias que normalmente derivan de sus fallos, lo que 

constituye uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de su 

interpretación y su congruencia con el todo del ordenamiento jurídico (Fallos 302:1284). 

En tal sentido, la inflación ­hecho económico que está en la raíz de la necesidad de una 

actualización de los valores nominales de la moneda­ ha sido señalada como disvaliosa en 

reiteradas manifestaciones de los poderes de gobierno materializadas, en definitiva, en la 

ley 23.928, y su repudio por la doctrina económica es, con diferencias de matices que no 

interesa indagar a nivel jurídico, prácticamente unánime. Ello permite asegurar que es 

indudable decisión de las autoridades políticas la contención de la inflación, y que en base 

a esa decisión corresponde que los jueces interpreten las disposiciones de aquellas 

autoridades, de modo de dar pleno efecto a la intención del legislador conforme lo indica 

conocida regla de interpretación (Fallos 296:22; 297:142; 299:93; 301:460). De allí, que si 

bien es cierto que la asociación entre derecho de propiedad y depreciación monetaria 

pudo elaborarse como defensa eficaz de los derechos patrimoniales en determinados 

períodos, no es menos exacto que su perduración "sine die" no sólo postergaría 

disposiciones constitucionales expresas, como las del art. 67 inc. 10 de la Constitución 

Nacional, sino que causaría un daño profundo en la esfera de los derechos patrimoniales 

todos, al alimentar esa grave patología que tanto los afecta: la inflación. No puede 



admitirse que lo que fue solución de especie frente a un problema acotado 

temporalmente y en su configuración, en la que no incidieron normas como las que 

recientemente dictó el Congreso Nacional para procurar una moneda nacional apta, se 

trueque en vínculo estable, alterando así su naturaleza esencial. 

 

31) Que aquellas autoridades han dictado la ley 23.928 reglamentada por los decs. 529/91 

y 941/91. En lo que concierne al caso, el art. 10 de esta última norma dispone que "En 

oportunidad de determinar el monto de la condena en australes convertibles, el juez 

podrá indicar la tasa de interés que regirá a partir del 1 de abril de 1991, de modo de 

mantener incólume el contenido económico de la sentencia. El Banco Central de la 

República Argentina deberá publicar mensualmente la tasa de interés pasiva promedio, 

que los jueces podrán disponer que se aplique a los fines previstos en el art. 622 del Cód. 

Civil". 

 

32) Que es a esa tasa, entonces, a la que regularmente se deberá acudir para supuestos 

como el del "sub examine". Caso contrario, la "desindexación" perseguida por la ley de 

convertibilidad mediante la supresión, en general, de los procedimientos de actualización 

sustentados en la utilización de indicadores, quedaría desvirtuada por la aplicación de la 

tasa de interés activa, ya que ésta, especialmente a partir de la vigencia de la nueva ley, ha 

superado sustancialmente a los índices de precios que venía aplicando este Tribunal, por 

lo que no mantiene "incólume el contenido económico" sino que genera en el patrimonio 

del acreedor un enriquecimiento incausado. Tampoco puede soslayarse que la tasa activa 

está integrada no solamente por la renta y la depreciación de la moneda sino también, y 

en gran medida, por el desmesurado costo generado por la intermediación financiera, 

circunstancia que lleva a diferencias impropias de una economía estable y que no deben, 

salvo supuestos particulares en que medie alegación y prueba en contrario, ser 

soportadas por el deudor. 

 



33) Que no menos inadmisible que la antes indicada asimilación entre derecho de 

propiedad y depreciación monetaria sería admitir un instrumento en reemplazo de la 

"indexación" que por vía de intereses desmedidos pudiera acentuar nuevamente el 

proceso inflacionario con grave daño para la comunidad. Máxime cuando al hacerlo se 

pueda entorpecer a las autoridades políticas de la Nación en su decisión de solucionar de 

modo profundo, y no meramente sintomático, los problemas monetarios mediante el 

dictado de las normas pertinentes. 

 

34) Que, en un diverso pero afín orden de ideas, corresponde nuevamente señalar que 

frente a un problema de constitucionalidad sólo es adecuado recurrir a elaboraciones 

efectuadas en ramas de derecho infraconstitucional cuando contribuyen a su 

esclarecimiento mediante aportes congruentes con la Ley Fundamental y siempre que 

sean de pertinente aplicación en la materia del pleito. No ocurre así, cuando se recurre a 

tales elaboraciones doctrinarias con la pretensión que de ellas surjan directivas que 

afecten una cuestión constitucional. En la solución del tema a resolver, pues, han primado 

construcciones que derivan de la interpretación directa de normas constitucionales y de 

leyes como la 23.928 dictadas en consecuencia. Ha jugado un papel principal, asimismo, 

una larga y penosa lucha del país contra perturbadores fenómenos monetarios 

profundamente enraizados en su seno. Cualquier decisión que pretendiese sustentarse, 

exclusivamente, en normas de derecho privado como la del art. 622 del Cód. Civil, que ya 

reconoce jurisprudencia del Tribunal que en su momento debió dejarlo de lado, no sólo 

perdería de vista esta circunstancia sino que confundiría la verdadera dimensión de la 

cuestión a resolver. 

 

35) Que, empero, a igual solución se arribaría aun en el supuesto de fundar la decisión 

exclusivamente en lo regulado por el art. 622 del Cód. Civil. Por empezar, no sería 

necesario hoy integrar por analogía la solución del caso, como en su momento ocurría con 

el art. 565 del Cód. de Comercio, ya que la ley especial a que reenvía el art. 622 prealudido 

estaría constituida, precisamente, por el art. 10 del dec. 941/91. 



 

36) Que, por otro lado, el resarcimiento del daño moratorio previsto en el art. 622 del 

Cód. Civil cuenta con una presunción legal de causalidad que comprende tanto la 

existencia del menoscabo patrimonial como la determinación de su contenido, mediante 

una indemnización que se liquida únicamente por los intereses legales. Estos intereses 

constituyen la consecuencia inmediata y necesaria del incumplimiento de la obligación, 

pues tienen por objeto resarcir el lucro perdido por el acreedor al no poder aplicar el 

capital adeudado a una inversión que genere la renta pertinente, vale decir los intereses 

que aquél ha dejado de percibir. Desde esta perspectiva, el daño debe liquidarse 

mediante la aplicación de la tasa bancaria pasiva, pues ésta es la que hubiera obtenido el 

"accipiens" de haberle sido restituido el capital en tiempo oportuno. En cambio, si ante el 

incumplimiento del deudor, el acreedor debió acudir a una institución bancaria para 

proveerse del capital adeudado, el daño no estaría configurado ­como en el supuesto 

anterior­ por el beneficio perdido, sino por los intereses pagados, de manera que se 

aplicaría la tasa de interés activa, habitualmente denominada "de descuento de 

documentos comerciales". No obstante, en este caso, la circunstancia de acudir el 

acreedor al circuito financiero no aparece como una consecuencia inmediata y necesaria 

del incumplimiento comprendido en la presunción de causalidad establecida por el art. 

622, sino como una consecuencia mediata que para ser asignada a la esfera de 

responsabilidad del deudor debe ser concretamente alegada y demostrada, exigencias 

que no se verifican en el caso. 

 

37) Que, asimismo, los intereses contemplados en el art. 622 del Cód. Civil representan el 

daño moratorio que admite una doble perspectiva o, dicho de otro modo, una concepción 

que responda al concepto de daño emergente y otra al de lucro cesante. Existiría daño 

emergente para el acreedor cuando no cuenta con la suma debida para saldar una deuda 

suya, y debe conseguir dinero al efecto, mediante el pago de interés por el préstamo; 

desde luego, este interés que el acreedor abona a un tercero significa para él un daño 

emergente, una pérdida sufrida. En cambio, existiría lucro cesante para el acreedor, si éste 



deja de percibir una utilidad que esperaba obtener del dinero que se le debe, mediante su 

aplicación a la producción de renta. Desde este punto de vista el pago de la depreciación 

monetaria más los intereses denominados "puros" constituye un típico supuesto de lucro 

cesante, donde aquellos intereses presuponen una retribución que el acreedor hubiese 

percibido de contar con el capital adeudado. Luego, resulta inaceptable que quien viene 

percibiendo un "lucro cesante" pretenda por parte del mismo lapso ser recompensado por 

sumas que representan un "daño emergente" como son los intereses que cobra el Banco 

por sus operaciones de descuento. Lo adecuado, más bien, es que, vedado el recurso de la 

actualización monetaria, se mantenga incólume el valor de la condena mediante la 

utilización de una herramienta que responda al mismo concepto de lucro cesante, en este 

caso representado por la tasa bancaria dejada de percibir por el acreedor. 

 

38) Que, de resultas de todo lo expuesto, corresponde que el capital de condena sea 

determinado de conformidad con las pautas detalladas en los consids. 9º y 10. Devengará 

dicha suma un interés del 6% anual, hasta el 1 de abril de 1991. De allí en más, deberá 

computarse la tasa de interés pasiva promedio mencionada en el art. 10 del dec. 941/91 a 

fin de mantener incólume el contenido económico de la indemnización. 

 

Por ello, se resuelve: Hacer lugar a la demanda y en consecuencia condenar a las 

demandadas a abonar a la actora dentro del plazo de 30 días la suma que resulte de la 

liquidación a practicarse de acuerdo con lo establecido en los consids. 9º, 10 y 38. Costas 

por su orden (B.684.XXI. "Buenos Aires, Provincia de c. Estado nacional s/ cobro de 

australes", del 4 de setiembre de 1990). ­ Ricardo Levene (h.). ­ Mariano A. Cavagna 

Martínez. ­ Augusto C. Belluscio (en disidencia parcial). ­ Carlos S. Fayt. ­ Rodolfo C. Barra. ­ 

Enrique S. Petracchi (en disidencia parcial). ­ Julio S. Nazareno. ­ Eduardo Moliné O'Connor 

(en disidencia parcial). ­ Antonio Boggiano (en disidencia parcial). 

 

Voto del doctor Cavagna Martínez 

 



I) A fs. 7/11 se presenta Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado e interpone 

demanda contra la Provincia de Corrientes y contra el Banco de Corrientes por el cobro de 

$ 443,2950 (A 4.432.950,14) más su actualización e intereses. Relata que el 14 de mayo de 

1984 el entonces gobernador de la Provincia demandada se dirigió al presidente de la 

sociedad actora con el propósito de informarle sobre su interés en suscribir un convenio 

para la entrega de productos de Y.P.F. a colonos y productores agropecuarios con 

facilidades de pago, en virtud de la situación de emergencia que atravesaban. De tal 

manera se intentaba paliar la crítica situación derivada de inundaciones y se alentaba el 

aumento de las áreas sembradas y sus rendimientos. Según lo convenido, la actora 

otorgaba un plazo de 90 a 180 días para su pago, el que debía efectivizarse al precio 

vigente al día hábil anterior a la fecha de la cancelación. Los productores obtenían el gas 

oil, lubricantes (grasas y aceites) y agroquímicos de los revendedores autorizados contra la 

presentación de un vale ­creado al efecto­ en los que se detallaba su nombre, número de 

cuenta y nombre del revendedor que entregaba el producto, su tipo y cantidad, fecha de 

entrega y fecha de vencimiento para el pago. Y.P.F. reintegraba los productos a los 

revendedores contra la presentación de dichos vales y giraba entonces la factura al Banco 

de Corrientes el cual ­según sostiene­ por convenio se había convertido en garante de las 

operaciones y saldaba su importe a los 180 días. Tanto el banco como la provincia fueron 

atrasándose en los pagos, extremo que puso a la actora en la necesidad de accionar. 

 

II) A fs. 58 contesta demanda la Provincia de Corrientes. Niega ­en cumplimiento del 

imperativo procesal­ todos y cada uno de los hechos en los que se funda la pretensión. 

Reconoce la existencia del convenio en el que se funda la demandada, pero niega tener la 

calidad de deudora que el demandante le pretende imponer. Sostiene que ante las 

catastróficas inundaciones que asolaron al Estado provincial a partir del año 1983, los 

productores agropecuarios se vieron frente a una situación crítica sin precedentes por lo 

que, ante sus numerosos reclamos, y en cumplimiento de inalienables funciones de 

gobierno, la provincia suscribió con la actora el convenio de fecha 10 de junio de 1984 en 

virtud del cual se concedieron facilidades de pago a "los productores establecidos en el 



territorio de la Provincia". Así también se declaraba que el Banco de Corrientes estaría a 

cargo del cobro de estas facilidades garantizando las operaciones que se realizasen y 

respondiendo por las facturas de aquellos usuarios que no pagaran en las fechas 

establecidas. Es decir que ­según relata­ eran los productores quienes asumían la calidad 

de deudores y a su vez el banco aludido el doble carácter de agente de cobro de las 

facturas y fiador para el caso de que algún obligado al pago no cancelase sus obligaciones 

en el momento en que fuesen exigibles. Sostiene que fue "mandataria" de Y.P.F. y que, a 

pesar de la dificultad que ofrece encuadrar su relación en una figura jurídica, en mérito a 

la complejidad de la operación en la que mediaban principalmente razones de fomento y 

de auxilio a una situación de emergencia, considera claro que el objeto de cada contrato 

individual de compra de productos de la actora establecía una relación directa entre Y.P.F. 

y el adquirente de aquéllos, que la excluye como obligada frente a la actora. A todo 

evento solicita el rechazo de la pretensión de actualización monetaria, pues considera que 

no existe mora y en mérito al carácter de fomento impreso al negocio instrumentado. 

 

III) A fs. 69 contesta la demanda el Banco de la Provincia de Corrientes quien invoca que la 

actora elude el planteo correcto de la situación de autos. Arguye que la relación creditoria 

se origina entre los "productores" y Yacimientos Petrolíferos Fiscales, asumiendo los 

demás ­esto es, el banco y la provincia­ el rol de garantes, es decir, de fiadores, por lo que 

resultan aplicables las normas respectivas del Código Civil y del Código de Comercio. En 

virtud de ellas la acción no puede ser dirigida contra el banco, porque si bien ­en las 

normas comerciales­ el fiador responde solidariamente como principal, ello es así siempre 

que el acreedor justifique que ha interpelado judicialmente al deudor (art. 480, Cód. de 

Comercio), presupuesto que no ha sido cumplido en el caso; por lo demás ­según la 

postura que asume­ el fiador no es deudor directo de la obligación principal (art. 2004, 

primera parte, Cód. Civil). 

 

Considerando: 1) Que este proceso es de la competencia originaria de la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación (arts. 100 y 101, Constitución Nacional), pues la cuestión 



planteada se suscita entre una provincia y la repartición autárquica nacional actora (Fallos 

307:1379). 

 

2) Que es preciso determinar ­en forma previa a cualquier otra consideración­ cuál es la 

relación jurídica que vinculó a actor y demandados, pues ello disipará las dificultades y 

permitirá dilucidar cuáles son las normas aplicables en el caso. Dado que la Provincia de 

Corrientes y el Banco de Corrientes sostienen que su obligación es subsidiaria y pretenden 

la aplicación de las normas de la fianza previstas en el Código Civil y en el Código de 

Comercio, es insoslayable establecer qué clase de vínculo las unió, qué disposiciones 

regularon esa relación y cuáles son sus consecuencias. 

 

3) Que si bien la noción de contrato es única, común al derecho público y al derecho 

privado, pues en ambos casos configura un acuerdo de voluntades generador de 

situaciones jurídicas subjetivas, el "régimen jurídico" de estos dos tipos es diferente. Así 

existen diferencias de fondo que determinan que tengan un régimen especial y sus 

efectos no sean los mismos que los de los contratos civiles. Cuando el Estado, en ejercicio 

de funciones públicas que le competen y con el propósito de satisfacer necesidades del 

mismo carácter, suscribe un acuerdo de voluntades, sus consecuencias serán regidas por 

el derecho público. Sin el propósito de limitar en dicho concepto la relación que unió a las 

partes, los elementos que emergen de la caracterización apuntada resultan útiles para 

encuadrarla. El objeto del convenio ha sido ­en este caso­ la prestación de un servicio que 

tenía por finalidad ­evidentemente pública­ paliar los perjuicios que las inundaciones 

habían provocado en los productores de la provincia y que ­como expresamente lo 

sostiene la demandada­ afectaban directamente a la provincia en virtud de la situación 

crítica que dicho estado de cosas generaba. Esa finalidad es la que permite concluir que al 

margen de las expresiones que se han utilizado, tales como "garantizar" o "afianzar" se 

trata de un contrato atípico e innominado de carácter público al que le resultan aplicables 

las normas de dicho derecho y especialmente la voluntad de las partes que emerge del 

convenio firmado y de las disposiciones provinciales dictadas en su consecuencia. La 



ayuda financiera prestada por Y.P.F. ­así deben ser interpretadas las facilidades de pago 

conferidas­ y el fin público perseguido, unido al carácter de las personas intervinientes, 

permiten concluir que se trata de un convenio regido por normas distintas a las del 

derecho privado. Por lo demás y conforme a lo que seguidamente se verá, la aplicación 

lisa y llana de las disposiciones que regulan la fianza en el derecho común ­como lo 

pretenden la Provincia y el Banco de Corrientes­ llevaría a olvidar la especial naturaleza 

del vínculo que emerge de la ley especial dictada al efecto y de las razones que ordenaron 

su sanción en virtud de encontrarse afectado directamente el interés público provincial. 

 

4) Que es dable recordar que es regla de interpretación de las leyes la de dar pleno efecto 

a la intención del legislador, computando la totalidad de los preceptos de manera que 

armonicen con el resto del orden jurídico y las garantías de la Constitución Nacional. Ese 

propósito no puede ser obviado por los magistrados con motivo de sus posibles 

imperfecciones técnicas, toda vez que ellos ­en cuanto servidores del derecho para la 

realización de la justicia­ no deben prescindir de la "ratio legis" y del espíritu de la norma. 

La exégesis de la ley requiere pues de la máxima prudencia y cuidar que la inteligencia que 

se le asigne no lleve a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor formal de los 

razonamientos desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esta tarea no es 

siempre recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu 

que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional (Fallos 307:1018 y 

sus citas). Por lo demás, debe recordarse que todo contrato ­sea cual fuere su naturaleza­ 

debe celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes 

entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables 

al ámbito de los contratos regidos por el derecho público (arg. confr. sentencia del 9 de 

junio de 1988, "in re": J.88.XXI. "Juan M. de Vida e Hijos S.C.A. c. Dirección Nacional de 

Vialidad s/ nulidad de resolución", y sus citas). Por tal razón es que resulta necesario exigir 

a las partes un comportamiento coherente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales 

y desestimar toda actuación que implique un obrar incompatible con la confianza que se 

ha suscitado en el otro contratante. 



 

5) Que en dicho marco de ideas ­conforme a lo que se verá seguidamente­ es evidente 

que los demandados no han asumido el carácter de "garantes o fiadores" en los términos 

de los arts. 1986 y siguientes del Cód. Civil, sino que ofrecieron una "garantía de pago", 

una seguridad de pago inmediato, cosa muy distinta a una obligación subsidiaria como 

intenta hacerse valer. El espíritu del convenio y las normas dictadas dan muestra de lo 

expuesto. 

 

6) Que como surge del convenio, Y.P.F. se comprometía a otorgar a los productores 

facilidades de pago por la compra de sus productos y subproductos y el banco de la 

provincia ­entidad por medio de la cual se realizan las operaciones del Estado provincial­ 

tenía a su cargo el cobro de los pagos diferidos. Pero no cesa allí su responsabilidad, ya 

que la adecuada interpretación del art. 4º del convenio lleva a concluir que el solo 

transcurso del plazo sin pago por parte del productor, imponía al banco la obligación de 

pagar. Dicho artículo expresa: "El Banco de Corrientes, entidad a cargo del cobro de estas 

facilidades de pago, garantizará las operaciones que se realicen conforme a la cláusula 2ª, 

obligándose a cancelar con los intereses respectivos, las facturas de aquellos usuarios que 

no las paguen en las fechas establecidas". Surge, entonces, en forma inequívoca, que fue 

voluntad de los intervinientes en el contrato establecer una garantía de pago ante el solo 

transcurso del plazo. Corrobora lo dicho los alcances de la ley provincial que aprobó el 

convenio, la que, en su art. 3º, establece que: "la acción de repetición que le 

correspondiere al gobierno de la provincia en el caso de que los deudores principales no 

satisfagan las obligaciones en los términos establecidos se tramitará mediante el 

procedimiento...". Es decir que tan obligados principales consideró la legislatura provincial 

a su gobierno y al banco, que les otorgó un procedimiento especial para recuperar lo 

pagado por ellos frente al incumplimiento del productor. Una sola condición era exigible 

para transformarse en principal obligado, que vencido el plazo fijado para el pago no lo 

satisficiese el beneficiario del servicio. Resulta impensable ­en el marco del derecho 

privado cuya aplicación requieren las demandadas­ la posibilidad de otorgarle carácter de 



título ejecutivo a la constancia de deuda afrontada por un "fiador" y concederle la facultad 

de proceder a su cobro por dicha vía. 

 

Por otra parte, exigir el cumplimiento de acciones o intimaciones previas contra los 

productores como correspondería ante una fianza, importaría olvidar el espíritu que 

animó la concertación. La especial finalidad que ésta satisface y la ausencia de 

contraprestación ­ya que sólo se otorgaron plazos para el pago­ sin una ganancia por parte 

del actor, determina una posición específica de las partes contratantes y acuerda un 

marco especial a la relación entre ellas, que viene a corregir la rigurosa inflexibilidad de los 

contratos civiles. 

 

7) Que en estas condiciones el derecho del actor a cobrar la suma reclamada fluye de la 

naturaleza y de la adecuada interpretación de los términos empleados. La realización de 

los grandes fines de bienestar y progreso material de una población por el concurso de 

capitales ajenos a esa jurisdicción no sería factible si el contenido de los acuerdos 

mediante los cuales aquéllos pueden lograrse, debiera quedar librado al ulterior arbitrio 

de las personas en cuyo beneficio se lo ha establecido. Una vez que se formula el contrato 

y se hace uso de los beneficios que otorga, se hace de "inmediato" obligatorio el pago del 

precio a quien colaboró, por parte del poder público que garantizó su pago (arg. Fallos 

158:273). Dicho espíritu es el que permite inferir que los términos utilizados no tenían en 

vista constituir una fianza, sino establecer la existencia de una causa jurídica que impone a 

los demandados la obligación de pagar. 

 

8) Que, por lo demás ­como acertadamente lo sostiene el actor­, era del resorte de la 

Provincia la selección de los productores que se podían acoger a las facilidades de pago 

por la compra de productos y subproductos de Y.P.F., por lo que mal puede oponérsele a 

éste la exigencia de que el requerimiento de pago se dirija en primer término contra 

aquéllos con quienes no contrató directamente y cuya situación económica desconoce. 

 



Son por lo tanto la Provincia y el banco quienes deben hacer frente a las obligaciones que 

no fueron satisfechas a Y.P.F., sin perjuicio de la relación jurídica que los vincula entre sí y 

que no le es oponible. Ello así porque, según lo convenido y la legislación dictada en 

consecuencia (art. 3º, ley 4031 y art. 4º del convenio), se infiere que ambos resultan 

obligados. En efecto, si bien el punto 6º de la reglamentación de la ley establece que "El 

gobierno de la Provincia de Corrientes a través del banco, efectuará los pagos a Y.P.F. en la 

fecha de vencimiento de las facturas que este último confeccione, de acuerdo a los plazos 

expresados en las órdenes de compra", conducta que reafirma la legitimación activa que 

se ha admitido precedentemente, ello no es obstáculo para concluir que media 

solidaridad si se relaciona dicha disposición con la obligación de "garantía de pago" 

impuesta a la institución bancaria por el art. 4º del convenio. Tal interpretación es 

consecuencia de lo que las partes entendieron, obrando con buena fe y previsión, al 

firmar el contrato cuyo incumplimiento ha traído aparejado la promoción de este proceso. 

 

9) Que establecido lo expuesto en punto a la legitimación activa de Yacimientos 

Petrolíferos Fiscales contra los intervinientes en el convenio, queda por analizar lo 

referente al "quantum" adeudado y su actualización. 

 

Tal como surge del informe pericial contable que obra agregado a fs. 133/38 y sus anexos, 

el detalle de las facturas impagas por provisión de productos ascendía a $ 438,0502 (A 

4.380.502,45) australes a valores de la época de su emisión. En dicho importe se 

encuentran incluidos $ 111,2960 (A 1.112.960,57) correspondientes a facturas con fechas 

de vencimiento entre el 15 de abril de 1986 y el 15 de junio del mismo año que fueron 

pagadas ­en moneda depreciada­ el 28 de agosto de 1989 a valores de origen. A dicha 

suma corresponde adicionar la de $ 5,2408 (A 52.408,19) ­debidamente actualizada­ por 

concepto de notas de débito, según surge de la peritación, por ser consecuencia del 

incumplimiento. El Tribunal no encuentra motivos para apartarse de dicha determinación, 

porque además de fundarse en los conocimientos técnicos del experto, la deuda se 

encuentra detallada en planillas adjuntas al dictamen que fueron confeccionadas sobre la 



base de la documentación existente en la empresa actora y en el Banco de Corrientes. 

Estas conclusiones no se ven desvirtuadas por la impugnación que presenta el banco a fs. 

223/226, sustentada en reproches genéricos que no entran en el análisis detallado de los 

distintos elementos aportados por la perito contadora para establecer el monto 

adeudado. En todo caso, el banco o la provincia debieron acreditar que al vencimiento de 

las facturas se pagaron o se transfirieron a la cuenta existente los importes adeudados. 

 

10) Que todo ello determina el progreso de la demanda por las sumas adeudadas, las que 

se repotenciarán ­según el índice de precios al por mayor nivel general que publica el 

Indec­ desde la fecha en que cada factura debió ser pagada hasta el 28 de agosto de 1989 

(art. 509, Cód. Civil). A dicha fecha se deducirá lo abonado según el considerando anterior 

y el saldo deberá actualizarse de la misma manera hasta el 1º de abril de 1991 (art. 8º, ley 

23.928). El Tribunal considera que de esta forma se mantiene el valor real de la deuda y se 

coloca al acreedor en la misma situación que hubiese tenido de cumplir el deudor en 

tiempo propio. Los intereses se computarán al 6% anual por tratarse de sumas 

actualizadas hasta la última fecha mencionada y de allí en más ­hasta el momento del 

efectivo pago­ a la tasa pasiva promedio mensual que publica el Banco Central de la 

República Argentina. 

 

Por ello, se resuelve: Hacer lugar a la demanda y en consecuencia condenar a las 

demandadas a abonar a la actora dentro del plazo de 30 días la suma que resulte de la 

liquidación a practicarse de conformidad con lo establecido en los consids 9º y 10. Costas 

por su orden (B.684.XXI "Buenos Aires, Provincia de c. Estado nacional s/ cobro de 

australes", del 4 de setiembre de 1990). ­ Mariano A. Cavagna Martínez. 

 

Disidencia parcial del doctor Boggiano. 

 

I) A fs. 7/11 se presenta Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado e interpone 

demanda contra la Provincia de Corrientes y contra el Banco de Corrientes por el cobro de 



$ 443,2950 (A 4.432.950,14) más su actualización e intereses. Relata que el 14 de mayo de 

1984 el entonces gobernador de la Provincia demandada se dirigió al presidente de la 

sociedad actora con el propósito de informarle sobre su interés en suscribir un convenio 

para la entrega de productos de Y.P.F. a colonos y productores agropecuarios con 

facilidades de pago, en virtud de la situación de emergencia que atravesaban. De tal 

manera se intentaba paliar la crítica situación derivada de inundaciones y se alentaba el 

aumento de las áreas sembradas y sus rendimientos. Según lo convenido, la actora 

otorgaba un plazo de 90 a 180 días para su pago, el que debía efectivizarse al precio 

vigente al día hábil anterior a la fecha de la cancelación. Los productores obtenían el gas 

oil, lubricantes (grasas y aceites) y agroquímicos de los revendedores autorizados contra la 

presentación de un vale ­creado al efecto­ en los que se detallaba su nombre, número de 

cuenta y nombre del revendedor que entregaba el producto, su tipo y cantidad, fecha de 

entrega y fecha de vencimiento para el pago. Y.P.F. reintegraba los productos a los 

revendedores contra la presentación de dichos vales y giraba entonces la factura al Banco 

de Corrientes el cual ­según sostiene­ por convenio se había convertido en garante de las 

operaciones y saldaba su importe a los 180 días. Tanto el banco como la provincia fueron 

atrasándose en los pagos, extremo que puso a la actora en la necesidad de accionar. 

 

II) A fs. 58 contesta demanda la Provincia de Corrientes. Niega ­en cumplimiento del 

imperativo procesal­ todos y cada uno de los hechos en los que se funda la pretensión. 

Reconoce la existencia del convenio en el que se funda la demandada, pero niega tener la 

calidad de deudora que el demandante le pretende imponer. Sostiene que ante las 

catastróficas inundaciones que asolaron al Estado provincial a partir del año 1983, los 

productores agropecuarios se vieron frente a una situación crítica sin precedentes por lo 

que, ante sus numerosos reclamos, y en cumplimiento de inalienables funciones de 

gobierno, la provincia suscribió con la actora el convenio de fecha 10 de junio de 1984 en 

virtud del cual se concedieron facilidades de pago a "los productores establecidos en el 

territorio de la Provincia". Así también se declaraba que el Banco de Corrientes estaría a 

cargo del cobro de estas facilidades garantizando las operaciones que se realizasen y 



respondiendo por las facturas de aquellos usuarios que no pagaran en las fechas 

establecidas. Es decir que ­según relata­ eran los productores quienes asumían la calidad 

de deudores y a su vez el banco aludido el doble carácter de agente de cobro de las 

facturas y fiador para el caso de que algún obligado al pago no cancelase sus obligaciones 

en el momento en que fuesen exigibles. Sostiene que fue "mandataria" de Y.P.F. y que, a 

pesar de la dificultad que ofrece encuadrar su relación en una figura jurídica, en mérito a 

la complejidad de la operación en la que mediaban principalmente razones de fomento y 

de auxilio a una situación de emergencia, considera claro que el objeto de cada contrato 

individual de compra de productos de la actora establecía una relación directa entre Y.P.F. 

y el adquirente de aquéllos, que la excluye como obligada frente a la actora. A todo 

evento solicita el rechazo de la pretensión de actualización monetaria, pues considera que 

no existe mora y en mérito al carácter de fomento impreso al negocio instrumentado. 

 

III) A fs. 69 contesta la demanda el Banco de la Provincia de Corrientes quien invoca que la 

actora elude el planteo correcto de la situación de autos. Arguye que la relación creditoria 

se origina entre los "productores" y Yacimientos Petrolíferos Fiscales, asumiendo los 

demás ­esto es, el banco y la provincia­ el rol de garantes, es decir, de fiadores, por lo que 

resultan aplicables las normas respectivas del Código Civil y del Código de Comercio. En 

virtud de ellas la acción no puede ser dirigida contra el banco, porque si bien ­en las 

normas comerciales­ el fiador responde solidariamente como principal, ello es así siempre 

que el acreedor justifique que ha interpelado judicialmente al deudor (art. 480, Cód. de 

Comercio), presupuesto que no ha sido cumplido en el caso; por lo demás ­según la 

postura que asume­ el fiador no es deudor directo de la obligación principal (art. 2004, 

primera parte, Cód. Civil). 

 

Considerando: 1) Que este proceso es de la competencia originaria de la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación (arts. 100 y 101, Constitución Nacional), pues la cuestión 

planteada se suscita entre una provincia y la repartición autárquica nacional actora (Fallos 

307:1379). 



 

2) Que es preciso determinar ­en forma previa a cualquier otra consideración­ cuál es la 

relación jurídica que vinculó a actor y demandados, pues ello disipará las dificultades y 

permitirá dilucidar cuáles son las normas aplicables en el caso. Dado que la Provincia de 

Corrientes y el Banco de Corrientes sostienen que su obligación es subsidiaria y pretenden 

la aplicación de las normas de la fianza previstas en el Código Civil y en el Código de 

Comercio, es insoslayable establecer qué clase de vínculo las unió, qué disposiciones 

regularon esa relación y cuáles son sus consecuencias. 

 

3) Que si bien la noción de contrato es única, común al derecho público y al derecho 

privado, pues en ambos casos configura un acuerdo de voluntades generador de 

situaciones jurídicas subjetivas, el "régimen jurídico" de estos dos tipos es diferente. Así 

existen diferencias de fondo que determinan que tengan un régimen especial y sus 

efectos no sean los mismos que los de los contratos civiles. Cuando el Estado, en ejercicio 

de funciones públicas que le competen y con el propósito de satisfacer necesidades del 

mismo carácter, suscribe un acuerdo de voluntades, sus consecuencias serán regidas por 

el derecho público. Sin el propósito de limitar en dicho concepto la relación que unió a las 

partes, los elementos que emergen de la caracterización apuntada resultan útiles para 

encuadrarla. El objeto del convenio ha sido ­en este caso­ la prestación de un servicio que 

tenía por finalidad ­evidentemente pública­ paliar los perjuicios que las inundaciones 

habían provocado en los productores de la provincia y que ­como expresamente lo 

sostiene la demandada­ afectaban directamente a la provincia en virtud de la situación 

crítica que dicho estado de cosas generaba. Esa finalidad es la que permite concluir que al 

margen de las expresiones que se han utilizado, tales como "garantizar" o "afianzar" se 

trata de un contrato atípico e innominado de carácter público al que le resultan aplicables 

las normas de dicho derecho y especialmente la voluntad de las partes que emerge del 

convenio firmado y de las disposiciones provinciales dictadas en su consecuencia. La 

ayuda financiera prestada por Y.P.F. ­así deben ser interpretadas las facilidades de pago 

conferidas­ y el fin público perseguido, unido al carácter de las personas intervinientes, 



permiten concluir que se trata de un convenio regido por normas distintas a las del 

derecho privado. Por lo demás y conforme a lo que seguidamente se verá, la aplicación 

lisa y llana de las disposiciones que regulan la fianza en el derecho común ­como lo 

pretenden la Provincia y el Banco de Corrientes­ llevaría a olvidar la especial naturaleza 

del vínculo que emerge de la ley especial dictada al efecto y de las razones que ordenaron 

su sanción en virtud de encontrarse afectado directamente el interés público provincial. 

 

4) Que es dable recordar que es regla de interpretación de las leyes la de dar pleno efecto 

a la intención del legislador, computando la totalidad de los preceptos de manera que 

armonicen con el resto del orden jurídico y las garantías de la Constitución Nacional. Ese 

propósito no puede ser obviado por los magistrados con motivo de sus posibles 

imperfecciones técnicas, toda vez que ellos ­en cuanto servidores del derecho para la 

realización de la justicia­ no deben prescindir de la "ratio legis" y del espíritu de la norma. 

La exégesis de la ley requiere pues de la máxima prudencia y cuidar que la inteligencia que 

se le asigne no lleve a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor formal de los 

razonamientos desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esta tarea no es 

siempre recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu 

que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional (Fallos 307:1018 y 

sus citas). Por lo demás, debe recordarse que todo contrato ­sea cual fuere su naturaleza­ 

debe celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes 

entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables 

al ámbito de los contratos regidos por el derecho público (arg. confr. sentencia del 9 de 

junio de 1988, "in re": J.88.XXI. "Juan M. de Vida e Hijos S.C.A. c. Dirección Nacional de 

Vialidad s/ nulidad de resolución", y sus citas). Por tal razón es que resulta necesario exigir 

a las partes un comportamiento coherente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales 

y desestimar toda actuación que implique un obrar incompatible con la confianza que se 

ha suscitado en el otro contratante. 

 



5) Que en dicho marco de ideas ­conforme a lo que se verá seguidamente­ es evidente 

que los demandados no han asumido el carácter de "garantes o fiadores" en los términos 

de los arts. 1986 y siguientes del Cód. Civil, sino que ofrecieron una "garantía de pago", 

una seguridad de pago inmediato, cosa muy distinta a una obligación subsidiaria como 

intenta hacerse valer. El espíritu del convenio y las normas dictadas dan muestra de lo 

expuesto. 

 

6) Que como surge del convenio, Y.P.F. se comprometía a otorgar a los productores 

facilidades de pago por la compra de sus productos y subproductos y el banco de la 

provincia ­entidad por medio de la cual se realizan las operaciones del Estado provincial­ 

tenía a su cargo el cobro de los pagos diferidos. Pero no cesa allí su responsabilidad, ya 

que la adecuada interpretación del artículo 4 del convenio lleva a concluir que el solo 

transcurso del plazo sin pago por parte del productor, imponía al banco la obligación de 

pagar. Dicho artículo expresa: "El Banco de Corrientes, entidad a cargo del cobro de estas 

facilidades de pago, garantizará las operaciones que se realicen conforme a la cláusula 2ª, 

obligándose a cancelar con los intereses respectivos, las facturas de aquellos usuarios que 

no las paguen en las fechas establecidas". Surge, entonces, en forma inequívoca, que fue 

voluntad de los intervinientes en el contrato establecer una garantía de pago ante el solo 

transcurso del plazo. Corrobora lo dicho los alcances de la ley provincial que aprobó el 

convenio, la que, en su art. 3º, establece que: "la acción de repetición que le 

correspondiere al gobierno de la provincia en el caso de que los deudores principales no 

satisfagan las obligaciones en los términos establecidos se tramitará mediante el 

procedimiento...". Es decir que tan obligados principales consideró la legislatura provincial 

a su gobierno y al banco, que les otorgó un procedimiento especial para recuperar lo 

pagado por ellos frente al incumplimiento del productor. Una sola condición era exigible 

para transformarse en principal obligado, que vencido el plazo fijado para el pago no lo 

satisficiese el beneficiario del servicio. Resulta impensable ­en el marco del derecho 

privado cuya aplicación requieren las demandadas­ la posibilidad de otorgarle carácter de 



título ejecutivo a la constancia de deuda afrontada por un "fiador" y concederle la facultad 

de proceder a su cobro por dicha vía. 

 

Por otra parte, exigir el cumplimiento de acciones o intimaciones previas contra los 

productores como correspondería ante una fianza, importaría olvidar el espíritu que 

animó la concertación. La especial finalidad que ésta satisface y la ausencia de 

contraprestación ­ya que sólo se otorgaron plazos para el pago­ sin una ganancia por parte 

del actor, determina una posición específica de las partes contratantes y acuerda un 

marco especial a la relación entre ellas, que viene a corregir la rigurosa inflexibilidad de los 

contratos civiles. 

 

7) Que en estas condiciones el derecho del actor a cobrar la suma reclamada fluye de la 

naturaleza y de la adecuada interpretación de los términos empleados. La realización de 

los grandes fines de bienestar y progreso material de una población por el concurso de 

capitales ajenos a esa jurisdicción no sería factible si el contenido de los acuerdos 

mediante los cuales aquéllos pueden lograrse, debiera quedar librado al ulterior arbitrio 

de las personas en cuyo beneficio se lo ha establecido. Una vez que se formula el contrato 

y se hace uso de los beneficios que otorga, se hace de "inmediato" obligatorio el pago del 

precio a quien colaboró, por parte del poder público que garantizó su pago (arg. Fallos 

158:273). Dicho espíritu es el que permite inferir que los términos utilizados no tenían en 

vista constituir una fianza, sino establecer la existencia de una causa jurídica que impone a 

los demandados la obligación de pagar. 

 

8) Que, por lo demás ­como acertadamente lo sostiene el actor­, era del resorte de la 

Provincia la selección de los productores que se podían acoger a las facilidades de pago 

por la compra de productos y subproductos de Y.P.F., por lo que mal puede oponérsele a 

éste la exigencia de que el requerimiento de pago se dirija en primer término contra 

aquéllos con quienes no contrató directamente y cuya situación económica desconoce. 

 



Son por lo tanto la Provincia y el banco quienes deben hacer frente a las obligaciones que 

no fueron satisfechas a Y.P.F., sin perjuicio de la relación jurídica que los vincula entre sí y 

que no le es oponible. Ello así porque, según lo convenido y la legislación dictada en 

consecuencia (art. 3º, ley 4031 y art. 4º convenio), se infiere que ambos resultan 

obligados. En efecto, si bien el punto 6º de la reglamentación de la ley establece que "El 

gobierno de la Provincia de Corrientes a través del banco, efectuará los pagos a Y.P.F. en la 

fecha de vencimiento de las facturas que este último confeccione, de acuerdo a los plazos 

expresados en las órdenes de compra", conducta que reafirma la legitimación activa que 

se ha admitido precedentemente, ello no es obstáculo para concluir que media 

solidaridad si se relaciona dicha disposición con la obligación de "garantía de pago" 

impuesta a la institución bancaria por el art. 4º del convenio. Tal interpretación es 

consecuencia de lo que las partes entendieron, obrando con buena fe y previsión, al 

firmar el contrato cuyo incumplimiento ha traído aparejado la promoción de este proceso. 

 

9) Que establecido lo expuesto en punto a la legitimación activa de Yacimientos 

Petrolíferos Fiscales contra los intervinientes en el convenio, queda por analizar lo 

referente al "quantum" adeudado y su actualización. 

 

Tal como surge del informe pericial contable que obra agregado a fs. 133/38 y sus anexos, 

el detalle de las facturas impagas por provisión de productos ascendía a $ 438,0502 (A 

4.380.502,45 a valores de la época de su emisión). En dicho importe se encuentran 

incluidos $ 111,2960 (A 1.112.960,57) correspondientes a facturas con fechas de 

vencimiento entre el 15 de abril de 1986 y el 15 de junio del mismo año que fueron 

pagadas ­en moneda depreciada­ el 28 de agosto de 1989 a valores de origen. A dicha 

suma corresponde adicionar la de $ 5,2408 (A 52.408,19) ­debidamente actualizada­ por 

concepto de notas de débito, según surge de la peritación, por ser consecuencia del 

incumplimiento. El Tribunal no encuentra motivos para apartarse de dicha determinación, 

porque además de fundarse en los conocimientos técnicos del experto, la deuda se 

encuentra detallada en planillas adjuntas al dictamen que fueron confeccionadas sobre la 



base de la documentación existente en la empresa actora y en el Banco de Corrientes. 

Estas conclusiones no se ven desvirtuadas por la impugnación que presenta el banco a fs. 

223/226, sustentada en reproches genéricos que no entran en el análisis detallado de los 

distintos elementos aportados por la perito contadora para establecer el monto 

adeudado. En todo caso, el banco o la provincia debieron acreditar que al vencimiento de 

las facturas se pagaron o se transfirieron a la cuenta existente los importes adeudados. 

 

10) Que todo ello determina el progreso de la demanda por las sumas adeudadas, las que 

se repotenciarán ­según el índice de precios al por mayor nivel general que publica el 

Indec­ desde la fecha en que cada factura debió ser pagada hasta el 28 de agosto de 1989 

(art. 509, Cód. Civil). A dicha fecha se deducirá lo abonado según el considerando anterior 

y el saldo deberá actualizarse de la misma manera hasta el 1º de abril de 1991 (art. 8º, ley 

23.928). El Tribunal considera que de esta forma se mantiene el valor real de la deuda y se 

coloca al acreedor en la misma situación que hubiese tenido de cumplir el deudor en 

tiempo propio. Los intereses se computarán al 6% anual por tratarse de sumas 

actualizadas hasta la última fecha mencionada y de allí en más ­hasta el momento del 

efectivo pago­ a la tasa pasiva promedio mensual que publicara el Banco Central de la 

República Argentina. 

 

Por ello, se resuelve: Hacer lugar a la demanda y en consecuencia condenar a las 

demandadas a abonar a la actora dentro del plazo de 30 días la suma que resulte de la 

liquidación a practicarse de conformidad con lo establecido en los consids. 9º y 10. Costas 

a las demandadas (art. 68 Cód. Procesal Civil y Comercial de la Nación). ­ Antonio 

Boggiano. 

 

Disidencia parcial de los doctores Belluscio, Petracchi y Moliné O'Connor. 

 

I) A fs. 7/11 se presenta Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado e interpone 

demanda contra la Provincia de Corrientes y contra el Banco de Corrientes por el cobro de 



$ 443,2950 (A 4.432.950,14) más su actualización e intereses. Relata que el 14 de mayo de 

1984 el entonces gobernador de la Provincia demandada se dirigió al presidente de la 

sociedad actora con el propósito de informarle sobre su interés en suscribir un convenio 

para la entrega de productos de Y.P.F. a colonos y productores agropecuarios con 

facilidades de pago, en virtud de la situación de emergencia que atravesaban. De tal 

manera se intentaba paliar la crítica situación derivada de inundaciones y se alentaba el 

aumento de las áreas sembradas y sus rendimientos. Según lo convenido, la actora 

otorgaba un plazo de 90 a 180 días para su pago, el que debía efectivizarse al precio 

vigente al día hábil anterior a la fecha de la cancelación. Los productores obtenían el gas 

oil, lubricantes (grasas y aceites) y agroquímicos de los revendedores autorizados contra la 

presentación de un vale ­creado al efecto­ en los que se detallaba su nombre, número de 

cuenta y nombre del revendedor que entregaba el producto, su tipo y cantidad, fecha de 

entrega y fecha de vencimiento para el pago. Y.P.F. reintegraba los productos a los 

revendedores contra la presentación de dichos vales y giraba entonces la factura al Banco 

de Corrientes el cual ­según sostiene­ por convenio se había convertido en garante de las 

operaciones y saldaba su importe a los 180 días. Tanto el banco como la provincia fueron 

atrasándose en los pagos, extremo que puso a la actora en la necesidad de accionar. 

 

II) A fs. 58 contesta demanda la Provincia de Corrientes. Niega ­en cumplimiento del 

imperativo procesal­ todos y cada uno de los hechos en los que se funda la pretensión. 

Reconoce la existencia del convenio en el que se funda la demandada, pero niega tener la 

calidad de deudora que el demandante le pretende imponer. Sostiene que ante las 

catastróficas inundaciones que asolaron al Estado provincial a partir del año 1983, los 

productores agropecuarios se vieron frente a una situación crítica sin precedentes por lo 

que, ante sus numerosos reclamos, y en cumplimiento de inalienables funciones de 

gobierno, la provincia suscribió con la actora el convenio de fecha 10 de junio de 1984 en 

virtud del cual se concedieron facilidades de pago a "los productores establecidos en el 

territorio de la Provincia". Así también se declaraba que el Banco de Corrientes estaría a 

cargo del cobro de estas facilidades garantizando las operaciones que se realizasen y 



respondiendo por las facturas de aquellos usuarios que no pagaran en las fechas 

establecidas. Es decir que ­según relata­ eran los productores quienes asumían la calidad 

de deudores y a su vez el banco aludido el doble carácter de agente de cobro de las 

facturas y fiador para el caso de que algún obligado al pago no cancelase sus obligaciones 

en el momento en que fuesen exigibles. Sostiene que fue "mandataria" de Y.P.F. y que, a 

pesar de la dificultad que ofrece encuadrar su relación en una figura jurídica, en mérito a 

la complejidad de la operación en la que mediaban principalmente razones de fomento y 

de auxilio a una situación de emergencia, considera claro que el objeto de cada contrato 

individual de compra de productos de la actora establecía una relación directa entre Y.P.F. 

y el adquirente de aquéllos, que la excluye como obligada frente a la actora. A todo 

evento solicita el rechazo de la pretensión de actualización monetaria, pues considera que 

no existe mora y en mérito al carácter de fomento impreso al negocio instrumentado. 

 

III) A fs. 69 contesta la demanda el Banco de la Provincia de Corrientes quien invoca que la 

actora elude el planteo correcto de la situación de autos. Arguye que la relación creditoria 

se origina entre los "productores" y Yacimientos Petrolíferos Fiscales, asumiendo los 

demás ­esto es, el banco y la provincia­ el rol de garantes, es decir, de fiadores, por lo que 

resultan aplicables las normas respectivas del Código Civil y del Código de Comercio. En 

virtud de ellas la acción no puede ser dirigida contra el banco, porque si bien ­en las 

normas comerciales­ el fiador responde solidariamente como principal, ello es así siempre 

que el acreedor justifique que ha interpelado judicialmente al deudor (art. 480, Cód. de 

Comercio), presupuesto que no ha sido cumplido en el caso; por lo demás ­según la 

postura que asume­ el fiador no es deudor directo de la obligación principal (art. 2004, 

primera parte, Cód. Civil). 

 

Considerando: 1) Que este proceso es de la competencia originaria de la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación (arts. 100 y 101, Constitución Nacional), pues la cuestión 

planteada se suscita entre una provincia y la repartición autárquica nacional actora (Fallos 

307:1379). 



 

2) Que es preciso determinar ­en forma previa a cualquier otra consideración­ cuál es la 

relación jurídica que vinculó a actor y demandados, pues ello disipará las dificultades y 

permitirá dilucidar cuáles son las normas aplicables en el caso. Dado que la Provincia de 

Corrientes y el Banco de Corrientes sostienen que su obligación es subsidiaria y pretenden 

la aplicación de las normas de la fianza previstas en el Código Civil y en el Código de 

Comercio, es insoslayable establecer qué clase de vínculo las unió, qué disposiciones 

regularon esa relación y cuáles son sus consecuencias. 

 

3) Que si bien la noción de contrato es única, común al derecho público y al derecho 

privado, pues en ambos casos configura un acuerdo de voluntades generador de 

situaciones jurídicas subjetivas, el "régimen jurídico" de estos dos tipos es diferente. Así 

existen diferencias de fondo que determinan que tengan un régimen especial y sus 

efectos no sean los mismos que los de los contratos civiles. Cuando el Estado, en ejercicio 

de funciones públicas que le competen y con el propósito de satisfacer necesidades del 

mismo carácter, suscribe un acuerdo de voluntades, sus consecuencias serán regidas por 

el derecho público. Sin el propósito de limitar en dicho concepto la relación que unió a las 

partes, los elementos que emergen de la caracterización apuntada resultan útiles para 

encuadrarla. El objeto del convenio ha sido ­en este caso­ la prestación de un servicio que 

tenía por finalidad ­evidentemente pública­ paliar los perjuicios que las inundaciones 

habían provocado en los productores de la provincia y que ­como expresamente lo 

sostiene la demandada­ afectaban directamente a la provincia en virtud de la situación 

crítica que dicho estado de cosas generaba. Esa finalidad es la que permite concluir que al 

margen de las expresiones que se han utilizado, tales como "garantizar" o "afianzar" se 

trata de un contrato atípico e innominado de carácter público al que le resultan aplicables 

las normas de dicho derecho y especialmente la voluntad de las partes que emerge del 

convenio firmado y de las disposiciones provinciales dictadas en su consecuencia. La 

ayuda financiera prestada por Y.P.F. ­así deben ser interpretadas las facilidades de pago 

conferidas­ y el fin público perseguido, unido al carácter de las personas intervinientes, 



permiten concluir que se trata de un convenio regido por normas distintas a las del 

derecho privado. Por lo demás y conforme a lo que seguidamente se verá, la aplicación 

lisa y llana de las disposiciones que regulan la fianza en el derecho común ­como lo 

pretenden la Provincia y el Banco de Corrientes­ llevaría a olvidar la especial naturaleza 

del vínculo que emerge de la ley especial dictada al efecto y de las razones que ordenaron 

su sanción en virtud de encontrarse afectado directamente el interés público provincial. 

 

4) Que es dable recordar que es regla de interpretación de las leyes la de dar pleno efecto 

a la intención del legislador, computando la totalidad de los preceptos de manera que 

armonicen con el resto del orden jurídico y las garantías de la Constitución Nacional. Ese 

propósito no puede ser obviado por los magistrados con motivo de sus posibles 

imperfecciones técnicas, toda vez que ellos ­en cuanto servidores del derecho para la 

realización de la justicia­ no deben prescindir de la "ratio legis" y del espíritu de la norma. 

La exégesis de la ley requiere pues de la máxima prudencia y cuidar que la inteligencia que 

se le asigne no lleve a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor formal de los 

razonamientos desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esta tarea no es 

siempre recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu 

que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional (Fallos 307:1018 y 

sus citas). Por lo demás, debe recordarse que todo contrato ­sea cual fuere su naturaleza­ 

debe celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes 

entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables 

al ámbito de los contratos regidos por el derecho público (arg. confr. sentencia del 9 de 

junio de 1988, "in re": J.88.XXI. "Juan M. de Vida e Hijos S.C.A. c. Dirección Nacional de 

Vialidad s/ nulidad de resolución", y sus citas). Por tal razón es que resulta necesario exigir 

a las partes un comportamiento coherente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales 

y desestimar toda actuación que implique un obrar incompatible con la confianza que se 

ha suscitado en el otro contratante. 

 



5) Que en dicho marco de ideas ­conforme a lo que se verá seguidamente­ es evidente 

que los demandados no han asumido el carácter de "garantes o fiadores" en los términos 

de los arts. 1986 y siguientes del Cód. Civil, sino que ofrecieron una "garantía de pago", 

una seguridad de pago inmediato, cosa muy distinta a una obligación subsidiaria como 

intenta hacerse valer. El espíritu del convenio y las normas dictadas dan muestra de lo 

expuesto. 

 

6) Que como surge del convenio, Y.P.F. se comprometía a otorgar a los productores 

facilidades de pago por la compra de sus productos y subproductos y el banco de la 

provincia ­entidad por medio de la cual se realizan las operaciones del Estado provincial­ 

tenía a su cargo el cobro de los pagos diferidos. Pero no cesa allí su responsabilidad, ya 

que la adecuada interpretación del art. 4º del convenio lleva a concluir que el solo 

transcurso del plazo sin pago por parte del productor, imponía al banco la obligación de 

pagar. Dicho artículo expresa: "El Banco de Corrientes, entidad a cargo del cobro de estas 

facilidades de pago, garantizará las operaciones que se realicen conforme a la cláusula 2ª, 

obligándose a cancelar con los intereses respectivos, las facturas de aquellos usuarios que 

no las paguen en las fechas establecidas". Surge, entonces, en forma inequívoca, que fue 

voluntad de los intervinientes en el contrato establecer una garantía de pago ante el solo 

transcurso del plazo. Corrobora lo dicho los alcances de la ley provincial que aprobó el 

convenio, la que, en su art. 3º, establece que: "la acción de repetición que le 

correspondiere al gobierno de la provincia en el caso de que los deudores principales no 

satisfagan las obligaciones en los términos establecidos se tramitará mediante el 

procedimiento...". Es decir que tan obligados principales consideró la legislatura provincial 

a su gobierno y al banco, que les otorgó un procedimiento especial para recuperar lo 

pagado por ellos frente al incumplimiento del productor. Una sola condición era exigible 

para transformarse en principal obligado, que vencido el plazo fijado para el pago no lo 

satisficiese el beneficiario del servicio. Resulta impensable ­en el marco del derecho 

privado cuya aplicación requieren las demandadas­ la posibilidad de otorgarle carácter de 



título ejecutivo a la constancia de deuda afrontada por un "fiador" y concederle la facultad 

de proceder a su cobro por dicha vía. 

 

Por otra parte, exigir el cumplimiento de acciones o intimaciones previas contra los 

productores como correspondería ante una fianza, importaría olvidar el espíritu que 

animó la concertación. La especial finalidad que ésta satisface y la ausencia de 

contraprestación ­ya que sólo se otorgaron plazos para el pago­ sin una ganancia por parte 

del actor, determina una posición específica de las partes contratantes y acuerda un 

marco especial a la relación entre ellas, que viene a corregir la rigurosa inflexibilidad de los 

contratos civiles. 

 

7) Que en estas condiciones el derecho del actor a cobrar la suma reclamada fluye de la 

naturaleza y de la adecuada interpretación de los términos empleados. La realización de 

los grandes fines de bienestar y progreso material de una población por el concurso de 

capitales ajenos a esa jurisdicción no sería factible si el contenido de los acuerdos 

mediante los cuales aquéllos pueden lograrse, debiera quedar librado al ulterior arbitrio 

de las personas en cuyo beneficio se lo ha establecido. Una vez que se formula el contrato 

y se hace uso de los beneficios que otorga, se hace de "inmediato" obligatorio el pago del 

precio a quien colaboró, por parte del poder público que garantizó su pago (arg. Fallos 

158:273). Dicho espíritu es el que permite inferir que los términos utilizados no tenían en 

vista constituir una fianza, sino establecer la existencia de una causa jurídica que impone a 

los demandados la obligación de pagar. 

 

8) Que, por lo demás ­como acertadamente lo sostiene el actor­, era del resorte de la 

Provincia la selección de los productores que se podían acoger a las facilidades de pago 

por la compra de productos y subproductos de Y.P.F., por lo que mal puede oponérsele a 

éste la exigencia de que el requerimiento de pago se dirija en primer término contra 

aquéllos con quienes no contrató directamente y cuya situación económica desconoce. 

 



Son por lo tanto la Provincia y el banco quienes deben hacer frente a las obligaciones que 

no fueron satisfechas a Y.P.F., sin perjuicio de la relación jurídica que los vincula entre sí y 

que no le es oponible. Ello así porque, según lo convenido y la legislación dictada en 

consecuencia (art. 3º, ley 4031 y art. 4º convenio), se infiere que ambos resultan 

obligados. En efecto, si bien el punto 6º de la reglamentación de la ley establece que "El 

gobierno de la Provincia de Corrientes a través del banco, efectuará los pagos a Y.P.F. en la 

fecha de vencimiento de las facturas que este último confeccione, de acuerdo a los plazos 

expresados en las órdenes de compra", conducta que reafirma la legitimación activa que 

se ha admitido precedentemente, ello no es obstáculo para concluir que media 

solidaridad si se relaciona dicha disposición con la obligación de "garantía de pago" 

impuesta a la institución bancaria por el art. 4º del convenio. Tal interpretación es 

consecuencia de lo que las partes entendieron, obrando con buena fe y previsión, al 

firmar el contrato cuyo incumplimiento ha traído aparejado la promoción de este proceso. 

 

9) Que establecido lo expuesto en punto a la legitimación activa de Yacimientos 

Petrolíferos Fiscales contra los intervinientes en el convenio, queda por analizar lo 

referente al "quantum" adeudado y su actualización. 

 

Tal como surge del informe pericial contable que obra agregado a fs. 133/38 y sus anexos, 

el detalle de las facturas impagas por provisión de productos ascendía a $ 438,0502 (A 

4.380.502,45 australes a valores de la época de su emisión). En dicho importe se 

encuentran incluidos $ 111,2960 (A 1.112.960,57) correspondientes a facturas con fechas 

de vencimiento entre el 15 de abril de 1986 y el 15 de junio del mismo año que fueron 

pagadas ­en moneda depreciada­ el 28 de agosto de 1989 a valores de origen. A dicha 

suma corresponde adicionar la de $ 5,2408 (A 52.408,19) ­debidamente actualizada­ por 

concepto de notas de débito, según surge de la peritación, por ser consecuencia del 

incumplimiento. El Tribunal no encuentra motivos para apartarse de dicha determinación, 

porque además de fundarse en los conocimientos técnicos del experto, la deuda se 

encuentra detallada en planillas adjuntas al dictamen que fueron confeccionadas sobre la 



base de la documentación existente en la empresa actora y en el Banco de Corrientes. 

Estas conclusiones no se ven desvirtuadas por la impugnación que presenta el banco a fs. 

223/226, sustentada en reproches genéricos que no entran en el análisis detallado de los 

distintos elementos aportados por la perito contadora para establecer el monto 

adeudado. En todo caso, el banco o la provincia debieron acreditar que al vencimiento de 

las facturas se pagaron o se transfirieron a la cuenta existente los importes adeudados. 

 

10) Que todo ello determina el progreso de la demanda por las sumas adeudadas, las que 

se repotenciarán ­según el índice de precios al por mayor nivel general que publica el 

Indec­ desde la fecha en que cada factura debió ser pagada hasta el 28 de agosto de 1989 

(art. 509, Cód. Civil). A dicha fecha se deducirá lo abonado según el considerando anterior 

y el saldo deberá actualizarse de la misma manera hasta el 1º de abril de 1991 (art. 8º, ley 

23.928). El Tribunal considera que de esta forma se mantiene el valor real de la deuda y se 

coloca al acreedor en la misma situación que hubiese tenido de cumplir el deudor en 

tiempo propio. Los intereses se computarán al 6% anual por tratarse de sumas 

actualizadas hasta la última fecha mencionada y de allí en más ­hasta el momento del 

efectivo pago­ a la tasa que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones 

ordinarias de descuento. 

 

Por ello, se resuelve: Hacer lugar a la demanda y en consecuencia condenar a las 

demandadas a abonar a la actora dentro del plazo de 30 días la suma que resulte de la 

liquidación a practicarse de conformidad con lo establecido en los consids. 9º y 10. Costas 

a las demandadas (art. 68, Cód. Procesal Civil y Comercial de la Nación). ­Augusto C. 

Belluscio. ­ Enrique S. Petracchi. ­ Eduardo Moliné O'Connor. 


